Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 27 minutos.) 


Esta Comisión tiene a estudio, entre otros temas, la Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua (URSEA), cuyo repartido 
se efectuó la semana pasada. Por otro lado, en conversaciones con algunos señores Senadores, se vio la necesidad de analizar 
más detenidamente la otra Carpeta vinculada con el tema de la desmonopolización del refinado del petróleo. 


Si los miembros de la Comisión están de acuerdo, pasaríamos a analizar la Carpeta N* 619/01, referido a la Unidad Reguladora de 
Servicios de Energía y Agua (URSEA). 


SEÑOR GARGANO.- Voy a relatar lo que me ha ocurrido con este proyecto de ley. Este Distribuido lo he encontrado aquí cuando 
llegué a la Comisión. De modo que si los integrantes de la coalición de Gobierno tienen una opinión formada al respecto, sería 
bueno que la dieran a conocer. A partir de ahí, podríamos entrar a analizar artículo por artículo o capítulo por capítulo. Repito que, 
personalmente, recién encontré este Repartido; no lo vi el jueves pasado. Por tanto, quisiera tener una explicación general del 
texto, ya que supongo que los señores Senadores que están presentando este proyecto deben tener una idea acabada de lo que 
se propone. De lo contrario, quien sepa más del asunto que ilustre a los demás. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En realidad, este proyecto de ley integraba el Presupuesto Nacional, incluso fue aprobado en la Cámara 
de Representantes, aunque no recuerdo si con estos mismos textos. 


SEÑOR GALLINAL..- El proyecto integraba el Mensaje Complementario. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Es cierto lo que me acota el señor Senador Gallinal. Estaba incluido en el Mensaje Complementario que 
llegó al Senado, en función de una negociación que hubo entre el Poder Ejecutivo -estoy refrescando la memoria- y los integrantes 
de la coalición. En aquella oportunidad quedó desglosado -eso debe figurar, incluso, en los antecedentes- debido a distintas 
circunstancias, entre otras, la falta de tiempo. 


En consecuencia, señor Presidente, este es el contexto del análisis que se está haciendo de ANCAP, aunque esto refiere a todos 
los restantes servicios que no son regulados por la Unidad que refiere a telecomunicaciones, es decir que está relacionado, como 
lo dice su artículo 1%, al agua potable, saneamiento, hidrocarburos, combustibles y energía eléctrica. Esta última ya depende de la 
Unidad Regulatoria creada en la Ley de Marco Energético. En definitiva, este proyecto de ley lo que hace es, en el fondo, 
transformar y ampliar las competencias de la Unidad correspondiente. 


Esto es, más o menos, lo que uno entiende, a los efectos de que podamos ubicarnos un poco en el tema. 


SEÑOR ASTORI.- Quisiera formular una consulta muy general. Desde el punto de vista institucional, la creación de esta Unidad 
estaría absorbiendo a la actual Unidad Reguladora de Energía Eléctrica que está funcionando a partir de la Ley de Marco 
Regulatorio. Esto es, que dejaría de existir institucionalmente la otra Unidad, al ser absorbida por ésta. 


SEÑOR GALLINAL.- El artículo 1? emplea la expresión "transfórmase". 


SEÑOR ASTORI.- Es verdad, pero utilizo la palabra "absorción" -y de ahí surge mi consulta- porque, aunque no sé qué hay previsto 
al respecto, toda la estructura actual de la Unidad está actuando -incluso sus Directores, su Comisión Directiva, su Gerencia, 
etcétera- y se supone que integrarían la nueva Unidad más amplia. Por este motivo formulo la pregunta de si se produciría una 
absorción. No tengo duda de que hay una transformación, pero me refiero a la Unidad actuante en el momento actual. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Creo que en términos prácticos más bien se trata de una ampliación de los cometidos y competencias de 
la Unidad actual. En consecuencia, no se alteraría la ubicación institucional y, en la medida de lo posible, esperamos que tampoco 
se modifique su burocracia. Creo, pues, que es la Unidad actual a la cual se le amplían las competencias. 


En síntesis, como este es un papel regulatorio, pienso que con el equipamiento actual -o un poco más- la Unidad podrá atender 
estos asuntos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Corresponde pasar a considerar el artículo 1*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
SEÑOR GARGANO.- Adelanto que no estoy en condiciones de hacerlo. 


SEÑOR COURIEL.- Yo tampoco, por lo que pediría que los artículos se analizaran y discutieran, si es necesario, sin llegar a 
votarlos. Hagamos los comentarios del caso para interiorizarnos más de los diferentes textos, pero, repito, no votemos. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Seamos claros. El tratamiento de la Unidad Reguladora tiene notoriamente que ver con el proyecto de 
ANCAP y como todos sabemos, hemos decidido considerar el proyecto de este organismo la semana próxima. Entonces, dado que 
la Comisión tiene unas cuantas iniciativas a estudio, nos pareció útil tratar ésta. No obstante, somos conscientes de que todos los 
señores Senadores tienen derecho a recurrir a su asesoramiento. Por lo tanto, propongo que tratemos todos los artículos y 
pospongamos su votación hasta la semana próxima, sin perjuicio de que si surge alguna duda en torno a alguno de ellos, 
procuremos, como Comisión, encontrar una solución. 


En resumen, el procedimiento sería que terminada la consideración de un artículo, pasemos a los siguientes y así sucesivamente, y 
que la votación sea diferida para la semana próxima, sin perjuicio de que pueda aparecer alguna dificultad. 


SEÑOR ASTORI.- Entonces, haríamos una lectura comentada. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece lógico y obvio que haya Senadores que no estén en condiciones de comenzar a votar el proyecto, 
porque no tenían conocimiento previo. No sé qué día llegó al Parlamento. Nosotros sí lo conocíamos, en primer lugar, porque fue 
elaborado en la órbita del Ministerio de Industria, Energía y Minería -básicamente, contó con la intervención del señor Ministro- y 
hace ya unos cuantos meses que el Partido Nacional venía solicitando que se enviara a consideración del Parlamento. Era así 
porque pensábamos que en forma simultánea con la aprobación de las iniciativas que refieren a la parcial desmonopolización de 
ANCAP, era necesario aprobar la Unidad Reguladora de Energía. Lo hicimos en base a la experiencia que hemos tenido en los 
últimos meses en torno al tema de las telecomunicaciones, materia en la que se ha logrado una desmonopolización parcial. 


Hay algunas áreas que van ingresando a ámbitos de competencia y no es posible hacerlo si previa y simultáneamente no se van 
marcando las normas en virtud de las cuales se va a realizar esa competencia. Además, tradicionalmente en nuestro país, en 
materia de telecomunicaciones al igual que ahora en materia de energía -básicamente en lo que tiene que ver con los 
combustibles- el propio organismo que produce, comercializa y distribuye los combustibles es el que fija el marco regulatorio en 
función del cual se realiza esa actividad. Como no va a quedar como única institución en la prestación de esos servicios, entonces, 
parece lógico que se conforme, también en materia de energía, un organismo regulador de estas características. 


El temor que tenemos, dadas las urgencias que nos ha planteado el Directorio de ANCAP, básicamente su Presidente, es que 
quizás no dispongamos de los tiempos suficientes para aprobar el organismo regulador que empiece a trabajar y dictar las normas 
correspondientes, para que recién allí se produzca el proceso de asociación de ANCAP. Al parecer, tendrían que ser procesos 
simultáneos, por lo menos en base a las urgencias que se nos han planteado. Quizás esto no sea así; habría que discutirlo. 


Por este motivo, entre otros, en la sesión del Senado del próximo martes presentaremos un proyecto de ley referido a todo el 
proceso de asociación de ANCAP. En primer lugar, lo haremos porque consideramos necesario que haya un marco legal para que, 
por lo menos, se establezcan las condiciones mínimas indispensables y fundamentales en función de las cuales se va a producir el 
proceso de asociación. En segundo término, consideramos que el mercado, el país y el futuro socio tienen que saber cuáles son las 
etapas cronológicas previstas en materia de desmonopolización. No alcanza sólo con aprobar un proyecto de ley como el que se 
ha presentado por los señores Senadores del Partido Colorado, en el cual se establece la desmonopolización parcial del refinado y 
la importación de petróleo, sino que es necesario saber en qué momento -ya que ingresamos en este proceso de 
desmonopolización- esos monopolios caen todos definitivamente. Se trata de un dato muy importante para el socio así como 
también lo es para la sociedad uruguaya. Nos parece que es una información que el Gobierno tiene que brindar para ponerse a 
cubierto de eventuales demandas que mañana se puedan producir contra el Estado de parte del socio que se vaya a involucrar con 
ANCAP. 


En esta tesitura es que hemos impulsado insistentemente la necesidad de conformar el organismo regulador. Creo que sus 
funciones y cometidos están dentro de las mismas características y alcance que tiene la Unidad Reguladora de Comunicaciones. 
Quizás todavía no hemos tenido oportunidad de valorar la importancia de su actuación, pero creemos que ya en lo poco que lleva 
realizado nos ha dado una pauta muy significativa sobre la necesidad de que exista un organismo de esas características. De todas 
maneras, lo veremos con mayor claridad cuando se otorguen los permisos para la prestación de servicios de telefonía 
internacional, teniendo en cuenta que hay no menos de 25 solicitudes pendientes de resolución. Obviamente, tiene que haber 
alguien que marque las reglas de juego en función de las cuales se va a dar esa competencia. Esto, según se ha anunciado, lo 
veremos antes de fin de año a través de la subasta de las frecuencias que están en la órbita de 1.800, 1.900 y 2.100 Mega Hertz. 


En el caso de la energía, la filosofía es la misma y apunta a un mismo objetivo. Si uno compara este proyecto con el que 
aprobamos en su momento en el Presupuesto Nacional sobre telecomunicaciones, estructuralmente no existen mayores 
diferencias más allá de las que hizo el señor Senador Astori, donde era necesario transformar la Unidad Reguladora de Energía 
Eléctrica en virtud de la Ley de Marco Regulatorio. 


En consecuencia, señor Presidente, dejamos planteado que el próximo martes daremos ingreso formal al Senado del proyecto de 
ley referido a ANCAP y creemos que sería bueno que en forma simultánea el Parlamento se expidiera sobre ambos temas: el de la 
asociación de ANCAP y el del proceso de desmonopolización y, concomitantemente, el de la conformación de una Unidad 
Reguladora encargada de regular los ámbitos futuros de competencia. 


SEÑOR COURIEL.- Quería hacer una consulta porque he observado que junto al tema de energía está el de agua potable y 
saneamiento, por lo que desearía saber cuál es la fundamentación y por qué se agregaron estos asuntos en esta Unidad 
Reguladora. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Este es un asunto sobre el cual, por ejemplo, la Oficina de Planeamiento y Presupuesto tiene bastante 
convencimiento, fundamentalmente, habida cuenta de que en la realidad hay más de un operador en materia de agua potable y 
saneamiento. Hace mucho tiempo -desde que me conozco- que en El Pinar el agua está en manos privadas porque no hay 
monopolio. Hay razones económicas por las cuales no hay operadores pero, en realidad, cualquier ciudadano, de hecho, se 
abastece de agua potable. Hay otros casos en los que simplemente han hecho fraccionamientos, han abastecido de agua potable y 
están habilitados. Por lo tanto, había una preocupación en el sentido de incorporar todos estos aspectos. Además, creo que hay un 
tema que tiene que ver con los tiempos. En estos momentos, estamos en el mundo de las Unidades Regulatorias, donde el tema 
regulación goza de buen nombre y por eso existe la preocupación de generar estas Unidades. En definitiva, lo importante es que 
las regulaciones sean buenas y si las Unidades ayudan, serán bienvenidas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el artículo 2”. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Quería hacer una consulta porque tengo una duda con respecto al literal c) del artículo 22 cuando 
dice "dictaminar preceptivamente en los procedimientos de selección de concesionarios y autorizados a prestar servicios 
comprendidos dentro de su competencia". En realidad, tengo dudas con respecto a la utilización de la expresión "dictaminar 
preceptivamente", porque los dictámenes y asesoramientos, en general, pueden ser consultivos, vinculantes u obligatorios. Y un 
dictamen es facultativo cuando puede o no requerir el asesoramiento; es obligatorio cuando requiere ese asesoramiento y es 
vinculante cuando, además de ser obligatorio, es necesario seguir la opinión del dictamen que se emite, de la consulta o del 
asesoramiento. 


Entonces, cuando se habla de "dictaminar preceptivamente", quisiera saber si se está aludiendo al dictamen obligatorio o existe 
otra finalidad. Sería conveniente que este punto quede aclarado a los efectos de la historia fidedigna de la ley, ya que se trata de 
uno de los temas jurídicos que después tendremos que analizar. 


SEÑOR GALLINAL.- A mi entender, el término está mal usado. Se trata de resolver y no existe la necesidad de llevar a cabo un 
dictamen para que otro después resuelva. Como corrección, esto se debería eliminar, ya que forma parte de los cometidos. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- Señor Presidente: me alegro de haber hecho esta consulta porque, indudablemente, resuelve el 
tema de las competencias de la futura Unidad Reguladora de Servicios de Energía y Agua dado que entre sus competencias no va 
a tener que dictaminar, asesorar ni emitir un dictamen, sino que deberá resolver. Entonces, como bien decía el señor Senador 
Gallinal en respuesta a la interrogante que hemos formulado, allí tendremos que buscar una redacción que aclare que la Unidad 
resuelve y no dictamina. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese sentido, la Mesa apela a la correspondiente modificación de redacción. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Señor Presidente: creo que el tema es un poco más complejo, porque en los procedimientos de 
concesión de un Ente Autónomo esto no puede ser resuelto por la autoridad reguladora. 


Se trata, a mi juicio, de una disposición según la cual lo que hoy puede ser competencia del Poder Ejecutivo, puede 
desconcentrarse o delegarse en una Unidad Regulatoria. A su vez, el Poder Ejecutivo puede delegar o desconcentrar la facultad 
para que ella resuelva, lo que no me parece que genere objeciones jurídicas, más allá de la conveniencia o no del asunto. En lo 
que refiere a concesiones o autorizaciones de los Entes Autónomos, está claro que la ley normalmente requiere que se someta a la 
aprobación del Poder Ejecutivo, pero no que se otorgue el acto en forma directa. Por lo tanto, creo que no deberíamos hacer esa 
desconcentración. 


En definitiva, hay que trabajar un poco más sobre el tema para aclarar el alcance de la disposición. Por su parte, el literal d) prevé 
que haya un pliego único al cual deberán ajustarse las Administraciones; o sea que se parte de la base de que hay servicios que 
pueden ser concesionados o autorizados con la intervención de los Entes. Por ello, creo que en esta materia existirían dos o tres 
niveles distintos de participación. En algunos casos, como dice el señor Senador Gallinal, la Unidad puede resolver porque existe 
una delegación. 


SEÑOR GALLINAL.- Obviamente, los organismos reguladores -el que creamos anteriormente y este- actúan bajo la 
desconcentración, que es un principio general en el funcionamiento de los mismos. 


Lo que señalaba con respecto al literal c) no está referido a las concesiones o a las licitaciones, sino a los procedimientos. Es obvio 
que la resolución la mantiene el organismo correspondiente, ya que no le estamos quitando a un Ente Autónomo la facultad de 
decidir, ni se la estamos otorgando a una Unidad Reguladora. Sí estamos estableciendo que en los temas que se encuentran en el 
ámbito de las competencias se celebre un proceso de selección de concesionarios o de autorizaciones para prestar servicios 
dentro de ese ámbito de competencia; los procedimientos en virtud de los cuales se convoca a los interesados, son establecidos 
por la Unidad Reguladora. En definitiva, esa es la función que le corresponde. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Por mi parte, entiendo lo que expresa el señor Senador, pero no lo que señala el artículo; por eso, creo 
que debemos trabajar sobre el tema. Pienso que resolver un procedimiento de adjudicar es, concretamente, adjudicar. Reitero que 
comparto lo que dice el señor Senador Gallinal, pero debemos hacer arreglos en lo que hace a la redacción de la norma. Esto lo 
puso de manifiesto el señor Senador Correa Freitas y lo reforzó el señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GARGANO.- He leído el artículo 2? y me genera algunas interrogantes. Por ello me interesaría conocer la opinión de los 
integrantes del Gobierno sobre este punto. 


Por ejemplo, en el literal c) del artículo 2% se establece: "dictaminar preceptivamente en los procedimientos de selección de 
concesionarios y autorizados a prestar servicios". Obsérvese que se está estableciendo un mecanismo para determinados rubros 
donde las concesiones todavía no están autorizadas. ¿Se está de acuerdo con esto? Este es un tema que me he planteado 
reiteradamente en los últimos tiempos. Si no me equivoco, el Gobierno que estuvo en el poder entre los años 1990 y 1995 formuló 
una iniciativa y sancionó una ley relativa a las privatizaciones. Ahora también estamos estudiando ese tema, porque creo que todos 
estos proyectos de ley se podrán convertir en leyes de privatización. Por ello, este Cuerpo debería llamarse Comisión de 
Privatización y no Especial de Servicios Públicos; claro está, esta es una observación de carácter político general. 


En la Exposición de Motivos que hace el propio Poder Ejecutivo se dice que como se van a hacer tales y cuales cosas, se va a 
crear una gran entidad reguladora que maneje el comportamiento de los sectores privados que han concesionado servicios 
públicos. Entiendo que algunos todavía no están comprendidos, ¿pero ya los estaríamos introduciendo en la ley? No sé si los 
señores Senadores me entienden, pero me parece que puede haber sectores que todavía la ley no haya establecido que pueden 
ser concesionados y aquí ya los estaríamos regulando. Entonces, creo que nos estaríamos adelantando. Me llama la atención que 
el Gobierno anuncie que va a dar en concesión las carreteras. Ante esto, me pregunto dónde está la base legal que le permite 
hacer eso. ¿Cuáles son las disposiciones en que se fundamenta? De pronto tiene razón y puede dar en concesión todo, inclusive la 
caminería rural. Insisto, es algo que me he preguntado muchas veces. Uno puede hacer determinadas cosas en la medida en que 
la ley lo autorice, pero de pronto puede no estar en condiciones de hacerlo o necesitar un instrumento legal a tales efectos. En 
aquella ley de 1991, en los artículos 1? y 2%, se establecían principios de carácter general que autorizaban al Poder Ejecutivo a 
vender o dar en concesión, pero luego fueron derogados por el pronunciamiento de la gente el 13 de diciembre de 1992. Ahora se 
han ido elaborando leyes por sector como, por ejemplo, las que se están analizando aquí respecto a la desmonopolización de la 
importación de crudo o de la refinación, o los artículos 612 y 613 del Presupuesto Nacional que dispusieron normas legales que 
permiten el traspaso a privados de la prestación del servicio de telecomunicaciones. Lo que queda claro es que no hay normas de 
carácter general, mientras que aquí estamos regulando de esa manera. 


Por otro lado, deseo plantear una interrogante porque no he podido terminar de leer todo el material, aunque sí le di una primera 
lectura. Por ejemplo, esta entidad va a absorber -creo que lo decía el señor Senador Astori- el papel que tiene la Unidad 
Reguladora del sector eléctrico. Si no recuerdo mal, en aquella Ley de Marco Regulatorio, dicha Unidad tenía funciones 


específicas, no sólo la de normatizar la competencia y demás, sino la de decidir cuándo entraba en el circuito eléctrico determinada 
empresa y no otra. Esas mismas tareas las va a tener esta Unidad que, además, va a regular el gas, el agua potable, etcétera. Me 
pregunto si no estaríamos creando una inmensa entidad o una pequeña con una enorme responsabilidad, porque no es poca cosa 
controlar a diario la entrada en servicio de tal estación generadora de electricidad en lugar de tal otra. 


SEÑOR ASTORI.- Deseo aclarar que la entrada en servicio, en realidad, la controla otra institución, ADME, tal como también está 
previsto en el marco regulatorio. La Unidad Reguladora solamente está llamada a supervisar las condiciones de funcionamiento de 
los distintos operadores en el mercado, pero no regula la entrada en funcionamiento de los diferentes servicios. Insisto en que de 
eso se encarga la Administración del Mercado Eléctrico. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Señor Presidente: voy a hacer algunos comentarios generales, más que a dar una contestación 
particular. 


En primera instancia, cabe destacar que el régimen de las concesiones en el Uruguay tiene base constitucional -artículo 52 de la 
Carta- y aproximadamente 130 ó 140 años de historia. Quiere decir que no es algo que se haya creado en tal o cual ley. Toda la 
infraestructura del país fue armada en el siglo XIX sobre la base de concesiones. 


En segundo lugar, a ese asunto de las concesiones refiere prácticamente todo nuestro ordenamiento. Por ejemplo, la ley de 
contratación estatal alude a ello reiteradamente y habilita a los organismos. Es más; la regla del Texto Ordenado de contratación 
administrativa que nace en 1985, en su texto inicial mantiene la posición contraria, esto es, que la Administración debe demostrar 
que está en condiciones de hacer algo en forma directa, porque de lo contrario no lo puede realizar. Es decir que la regla es que 
debe mandarlo hacer. Estamos hablando del texto formal que regula las contrataciones del Estado. Por lo tanto, queda claro que en 
este tema no se está innovando. 


Por otro lado, considero que las Unidades Regulatorias no alteran los monopolios y exclusividades, como bien dice el artículo 72 de 
la ley que creó la Unidad Regulatoria de Servicios de Comunicaciones, a la que se remite este proyecto. Allí se habla de la 
promoción de la libre competencia en la prestación, sin perjuicio de los monopolios y exclusividades legalmente dispuestos. Insisto, 
no altera la situación de exclusividad de los monopolios existentes ni pretende hacerlo. 


La tesis de las Unidades Regulatorias, básicamente, es la regulación, que incluso en algunos casos ya existe porque es una de las 
funciones que normalmente tiene el Poder Ejecutivo y que a veces tienen los Entes, que además de prestar el servicio, en ausencia 
de regulación, la terminan realizando. Un ejemplo típico lo constituye el régimen de distancia entre estaciones de servicio, lo que 
está regulado por ANCAP, no porque la ley se lo haya encargado, sino porque tiene el monopolio y porque no había quién lo 
hiciera. A mi juicio, el espíritu de las Unidades Regulatorias es defender al usuario. 


Tengo la impresión de que el énfasis de crear una Unidad aparte es para que no se confunda el interés del Poder Ejecutivo o de la 
empresa tal o cual, que fue creada a favor del usuario y que a veces la Administración termina olvidando. Incluso, esto no sólo 
ocurre acá, sino en todas partes del mundo. Repito, considero que el objetivo básico de las Unidades Regulatorias es procurar la 
defensa del usuario, más allá de que se trate de una Unidad estatal y de que la prestadora también lo sea. Aun en una hipótesis de 
prestaciones estatales, la contraposición de puntos de vista es lo que se procura con estas Unidades, a fin de rescatar el papel del 
consumidor. 


Este es mi punto de vista acerca de cuál es el alcance. Como dije, no hay una alteración de las exclusividades, asunto que 
normalmente está en todos los servicios públicos, que por regla están cometidos al Estado, el que siempre los puede permisar, 
como sucede, por ejemplo, con el transporte urbano. Se trata de concesiones o permisos que son revocables en cualquier 
momento, aunque normalmente son para toda la vida, como suele ocurrir en el Uruguay; no hay nada más permanente que los 
permisos revocables y precarios. También podemos citar como ejemplo el transporte interdepartamental, el barrido y la recolección 
de residuos, etcétera. Son todas concesiones y tienen la misma base que las nacionales: la Constitución. Son exclusividades 
porque en principio no está habilitado al resto, salvo cuando la autoridad concede o autoriza. Hay otras actividades que se 
encuentran en régimen de libre competencia, salvo que una ley establezca el monopolio. 


Insisto, este proyecto no altera las exclusividades provenientes de la ley ni los monopolios; no es eso lo que está en discusión. Lo 
que está en discusión es cómo se hace explícita esta regulación que existe. Ocurre que muchas veces resulta confusa por quien la 
hace, o proviene de la historia, y de ahí el esfuerzo por regular, tal como se establece en este proyecto de ley. Lo mismo sucede 
con otros proyectos, porque existe una especie de buena onda en el mundo a favor de estas Unidades dado que en el fondo lo que 
se procura es proteger un poco más al usuario. 


En consecuencia, ubicaría esta iniciativa en el mismo escaparate que las leyes de Relaciones de Consumo y de Defensa de la 
Libre Competencia que también hemos aprobado y que forman parte de una organización que en las sociedades modernas se va 
dando, a efectos de evitar los abusos de posición dominante y las administraciones monopólicas, aunque lo sigan siendo. De todos 
modos, las Unidades Regulatorias procuran que el usuario tenga algún otro canal y no la única ventanilla que es la que le presta el 
servicio, lo regula y le cobra o, en su defecto, no le da el servicio. 


Estas son, señor Presidente, las constancias que indican con qué enfoque estamos centrando este tema que no integra, a nuestro 
juicio, la discusión de público o privado porque, además, no lo altera. Sí existe una fuerte intención de ordenar, volver todo más 
eficaz y, fundamentalmente, apuntar a la defensa del usuario. 


SEÑOR GARGANO.- Efectivamente, el artículo 51 de la Constitución establece que "El Estado o los Gobiernos Departamentales, 
en su caso" -obsérvese que distingue Estado de Gobiernos Departamentales, y a propósito de ello cabe recordar la discusión que 
tuvimos hace unos días- "condicionarán a su homologación, el establecimiento y la vigencia de las tarifas de servicios públicos a 
cargo de empresas concesionarias. Las concesiones a que se refiere este artículo no podrán darse a perpetuidad en ningún caso." 
Sin embargo, no establece el método; en una palabra, no determina si esto se hará por decreto que dictará el Poder Ejecutivo, o 
por ley. Es una pregunta que me planteo. 


SEÑOR GALLINAL.- La Intendencia Municipal de Montevideo hace concesiones. 


SEÑOR GARGANO.- Efectivamente, las hace, pero a través de decretos que son homologados por la Junta Departamental. Es así; 
de lo contrario, cítese alguna otra forma de ver esto. Es más, hubo muchas discusiones en torno a si se debe hacer o no, pero no 
se discute el procedimiento que es, precisamente, lo que yo me pregunto. Simplemente, es un interés de carácter jurídico destinado 
al buen funcionamiento del Estado, porque si lo puede hacer el Poder Ejecutivo, seguramente también lo puede hacer el 
Parlamento, que es donde el primero tiene votos mayoritarios. 


Mi pregunta concreta es cómo se hace esto. ¿Simplemente a través de un decreto se puede establecer la concesión del peaje de 
ocho carreteras nuevas del Uruguay? A mi entender, el artículo 51, que es el que refiere al tema, no indica cuál es el procedimiento 
y, por lo tanto, debería dilucidarse el punto, porque mi interés es que quede claro. 


SEÑOR ASTORI.- Simplemente voy a agregar algunos comentarios de carácter general, en ellos no me voy a referir a este 
proyecto de ley que, entre otras cosas, no conozco y estoy leyendo ahora junto a los demás señores Senadores. 


De todas maneras, en una situación como la de la prestación de servicios públicos, donde hay operadores públicos y privados, 
siempre es mejor que haya Unidades Reguladoras. Además, en todos los servicios que están involucrados en este proyecto de ley 
hay operadores privados; los hay en energía eléctrica, en agua y saneamiento -como señalaba hace instantes el señor Senador 
Atchugarry- y, al menos hasta ahora, en la fase de distribución, también los hay en el área de combustibles. Por lo tanto, siempre es 
bueno, desde el punto de vista del interés público, que haya una Unidad que regule el funcionamiento de estos servicios. 


Ahora bien; la función de controlar es de carácter público y lo que se pretende crear por la vía de estos proyectos son instituciones 
públicas. Sin embargo, teniendo en cuenta la defensa del interés de los usuarios a que se hacía referencia hace un momento, lo 
que entraña conceptualmente un proyecto de ley de este tipo es la separación de las funciones de prestación y control, que antes 
estaban fusionadas solamente en una institución. Esto significa que la función de regulación, en este caso, no deja de ser pública, 
sino que sigue siéndolo, pero separada y con autonomía respecto a los operadores directos que el propio sector público tiene en 
cada ámbito controlado. Entonces, este carácter de mantenimiento dentro de la órbita pública pero con autonomía real respecto al 
operador público, es quizás el fundamento más importante que tiene la creación de Unidades de este tipo. 


SEÑOR COURIEL.- En cuanto al literal l) quería preguntar, en el caso de una asociación que pueda realizar ANCAP para los 
combustibles, como hay una sola refinería y es difícil que vuelva a haber otra, ¿la asociación puede significar el pasaje de un 
monopolio público actual a uno privado? Una de las formas de controlar que no haya un monopolio privado es mediante la 
regulación, intervención, decisión o determinación del precio de los combustibles. Probablemente la Unidad Reguladora podría 
cumplir un papel relevante en la fijación del precio de los combustibles en una futura asociación. Entonces, lo que pregunto es si 
cuando se dice "examinar", la utilización de esta expresión le permite a la Unidad Reguladora decidir directamente sobre la fijación 
de precios. Esto lo digo con relación al comentario que realicé con anterioridad a los efectos de limitar la función que puede tener la 
refinería asociada que pudiera representar un monopolio privado. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Con relación a la consulta del señor Senador Couriel, sin duda que en la formación del precio hay dos 
niveles. Si el precio va a estar administrado por el Estado -cosa que surgirá en el caso concreto de ANCAP de la ley y del pliego- y 
si hubiera una situación de monopolio que hace obligatorio el control porque también lo pide la Constitución -allí se establece que 
en caso de haber monopolio tiene que haber control estatal- reitero, no sólo tiene que haber un precio sino que debe existir un 
control más amplio, no sólo determinación del primero. Sin duda, la Unidad Regulatoria tendrá que tener esas funciones puesto que 
si no existiera, estas potestades las tendría el Poder Ejecutivo. Digo esto, suponiendo que hubiera monopolio como el que hoy 
existe. Si se mantiene, tiene que haber, sin duda, el control estatal que establece la Constitución y, además, es necesario. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Se refiere a un monopolio de hecho o legal? 


SEÑOR ATCHUGARRY.- No, señor Senador, me estoy refiriendo a uno legal. Si hay un monopolio legal como el actual, por 
ejemplo, con referencia a la importación de refinado, que sería la única vía práctica para controlar por la vía de mercado el precio, 
de no existir la derogación de éste, podríamos hablar de un monopolio absoluto, más allá de que teóricamente se podría poner otra 
refinería. En tal caso, sería obligatorio el control y, seguramente, esta Unidad participaría activamente, no solamente en la fijación 
del precio. Aun cuando no hubiera cambio alguno, si existiera la Unidad Regulatoria, la legislación siguiera igual y no hubiera 
asociación, en cualquier caso, dicha Unidad, por ejemplo, regularía el sistema de estaciones. En este caso, ANCAP es proveedora, 
una de las distribuidoras y, a su vez, regula el sistema de estaciones. Este es un ejemplo claro que, independientemente de las 
decisiones que tomemos sobre ANCAP, parece una buena idea hacer explícita en cualquier caso la regulación cuando estamos en 
situaciones de monopolio, aun cuando éste no se cambie. 


En concreto, la pregunta es oportuna y creo que efectivamente mientras exista monopolio, sin duda, debe haber regulación y, 
evidentemente, la Unidad va a participar. Habrá que ver en una etapa posterior si ésta asesora y el Poder Ejecutivo resuelve o si 
directamente toma decisiones, que fue uno de los puntos que tratamos hoy. 


SEÑOR GALLINAL.- Creo que en la oportuna pregunta del señor Senador Couriel habría dos o tres ideas básicas. Una de ellas es 
el tema de la situación de competencia. No creo que la Unidad Reguladora tenga que tener potestades para fijar tarifas. En todo 
caso, las tiene para controlar o impedir los monopolios o los oligopolios, los subsidios cruzados. Quizás en algún caso podría tener 
potestades para fijar techos de tarifas pero no al punto de poder ser ella -ni siquiera el Poder Ejecutivo- la que las estipule. 


En el caso concreto que plantea el señor Senador Couriel, es un tema que hay que estudiar. Nosotros lo hemos estado analizando 
justamente con la presentación del proyecto de ANCAP, porque tenemos un problema, ya que vamos a tener -durante un período 
que hay que definir- un monopolio de hecho porque nadie va a instalar una refinería. Lo que pensamos es -y es una de las razones 
por las que presentamos este proyecto de ley- que todo el proceso de asociación tiene que tener un objetivo muy claramente 
definido, tanto para el país como para el socio, que es el de llegar a una rebaja de los precios de los combustibles. ¿Bajo qué 
parámetros? En principio, bajo los parámetros de los precios de la región excluyendo los impuestos. Esto en la iniciativa que 
estamos considerando lo pensamos poner como condición, es decir, autorizar a ANCAP a realizar una licitación pública 
internacional para asociarse con el objetivo o bajo la condición que en determinado lapso de tiempo, el precio de los combustibles 
que comercialice, deberá tener un valor similar, excluidos los impuestos, a los de la región. Como contrapartida -porque debe tener 
alguna sanción que el socio debe conocer de antemano- si no se cumpliere antes de determinada fecha, ANCAP recobra la 
potestad de importar el combustible y comercializarlo. Obviamente, esta comercialización la va a realizar a un precio inferior al 


actual. Me parece que esa sería una solución que, evidentemente, no va por la Unidad Reguladora. En lo personal, no me parece 
que legalmente corresponda darle la facultad de que sea ella la que fije las tarifas de los productos. 


SEÑOR COURIEL.- Reitero la pregunta. En el caso que haya un monopolio legal, la Unidad Reguladora interviene. En esto no hay 
problema. No se trata de un monopolio legal, sino de una asociación donde hay una única refinería y, por lo tanto, un monopolio de 
hecho. ¿El precio lo fija la nueva sociedad o se regula y lo fija la Unidad Reguladora? Cuando tratemos el tema concreto de ANCAP 
y estudiemos el proyecto de ley del que habla el señor Senador Gallinal, analizaremos esta situación. Lo que necesito saber es si la 
palabra "examinar" me da la posibilidad de poder fijar el precio en el caso de ANCAP. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- En el programa o borrador del documento, la idea del proyecto de ANCAP es que, mientras no exista 
libertad de importación, hay un sistema de fijación de precios máximos, particularmente, ex refinería y al público. Esto sucede en 
cualquier caso. Inclusive, si recordamos el documento, allí figuraba una tablita con dos períodos. 


Existirá un período en el que no habrá libertad de importar y en el que regiría la regulación natural que se produce al importar, ya 
que se supone que el precio será el mejor que se pueda obtener por la competencia. La idea es que si hay una regulación, 
seguramente lo fije el Poder Ejecutivo. Además, hay que separar las cosas; en realidad, el Poder Ejecutivo participa en la 
regulación del precio junto con la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. El precio no lo determina ANCAP como monopolio, 
libremente, sino que lo somete a aprobación del Poder Ejecutivo, con asesoramiento, reitero, de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. 


A mi modo de ver, esta Unidad va a sustituir el asesoramiento que actualmente brinda la Oficina de Planeamiento y Presupuesto. 
Creo que el que debe seguir determinando el precio máximo es el Poder Ejecutivo, porque se trata de una decisión de mucho peso. 
Lo que aquí estamos sustituyendo, de alguna manera, es el asesoramiento de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto por el de 
una Unidad especializada que, además, tiene un conjunto de otras facultades. 


El literal 1), además de admitir esto también establece otro tipo de cosas más útiles que se relacionan con el armado del precio 
como, por ejemplo, si se trata de un precio nacional o no y si la incidencia del transporte va a ser repartida y prorrateada en el 
precio global, como sucede actualmente. Esto está vinculado con el cálculo del precio teórico máximo. La idea de ese borrador es, 
asimismo, que por lo menos en el primer período continuemos teniendo un precio nacional, lo que supone algunos subsidios 
explícitamente adoptados con el fin de determinar el mismo precio del combustible en toda la República, lo que ha sido una opción 
que Uruguay ha adoptado reiteradamente y que otros países no toman. En este aspecto coincido con el señor Senador Gallinal en 
cuanto a que el día que haya libre importación, la intervención sobre el precio será excepcional en el caso de verificarse oligopolios 
y monopolios al amparo de las normas correspondientes. De todos modos, reitero, no tengo dudas de que en el primer período la 
Unidad participa del asesoramiento y el Poder Ejecutivo dictamina un precio máximo; por lo menos esto es así en la óptica del 
proyecto de ANCAP que hemos expuesto y que coincide con la visión de algunos señores Legisladores. 


SEÑOR BRAUSE.- Comparto la interpretación de los señores Senadores Atchugarry y Gallinal respecto de este literal, porque está 
claro que esta Unidad habrá de examinar y aconsejar en definitiva al Poder Ejecutivo en el tema de la fijación de los precios. 


Respecto del aspecto consultado por el señor Senador Couriel y respondido por quienes han intervenido, siempre surge una 
explicación relacionada al precio, y es correcto que así se haga, por cuanto desde el punto de vista estrictamente jurídico, el mismo 
supone que existe un acuerdo de voluntades entre quien lo fija y quien lo utiliza o no, ya que puedo no utilizar el servicio y, por lo 
tanto, no pagar el precio. 


La pregunta que me formulo ahora es qué quiere decir "tarifa", lo que constituye una antigua discusión. Aquí, el análisis ha girado 
en torno al concepto de precio, pero se agrega el término "tarifa". No es un tributo y de ello no cabe ninguna duda, porque el tributo 
es competencia del Poder Legislativo. Entonces, reitero, pregunto qué quiere decir "tarifa". Esta no es una cuestión nueva y se ha 
reiterado en el tratamiento de otras normas de índole legal en las que hemos podido apreciar la utilización de este vocablo. Por lo 
tanto, desearía que se me explique, si es posible, qué quiere decir "tarifa" y, de no existir una explicación satisfactoria -como creo 
anticipar- en todo caso eliminemos ese vocablo y sustituyámoslo por el de "precio" que es, justamente, el concepto al que el 
proyecto quiere aludir. 


SEÑOR ASTORI.- Quería recordar que en una discusión reciente -que creo se realizó por enésima vez- se terminó usando la 
denominación "tarifa de saneamiento" para lo que está cobrando la Intendencia Municipal de Montevideo en el momento actual. 
Eso es una tarifa. En todo caso es un tema recurrente. Ahora, en todos los casos involucrados en esta Unidad, ya sea en el de los 
combustibles, en el del agua, el saneamiento, la energía eléctrica, etcétera, estamos ante precios públicos. 


Sobre el tema precedente, me parece que las Unidades Reguladoras, en términos generales -y vuelvo a separarme un poco de 
este proyecto- nunca fijan precios porque no está en sus cometidos, al menos en la moderna concepción de lo que son estas 
Unidades Reguladoras. En este proyecto de ley, interpreto el literal l) como referido a una función asesora, porque incluso termina 
señalando "recomendaciones que entienda del caso". 


Por otro lado, si no recuerdo mal, no obstante la Ley de Marco Regulatorio -o mejor dicho, reafirmándola por esa vía- el Poder 
Ejecutivo sigue fijando los precios de la energía eléctrica en el país. Dicha ley, no sólo no asigna esta responsabilidad a la Unidad 
Reguladora que ahora está funcionando, sino que ratifica la determinación de los precios por parte del Poder Ejecutivo. Si no 
recuerdo mal esto es lo que expresa el propio texto de la ley. 


Finalmente, siendo que las Unidades Reguladoras -y esta en particular- determinan criterios y controles, no debemos olvidar que 
tienen poder sancionatorio, como lo indica el propio literal m) que alude tanto a la Ley de Presupuesto -donde se establecen fuertes 
sanciones referidas a la URSEC y que aquí se toman como referencia- como a la Ley N* 17.250, de 11 de agosto de 2000, que 
asimismo prevé la posibilidad de que la Unidad establezca sanciones -aquí sí tiene competencias para hacerlo- cuando se violen, a 
mi juicio, algunos de los criterios de su recomendación. Entonces, si nos ponemos a examinar la influencia que puede tener esta 
Unidad en el funcionamiento del mercado, me parece que considerar su poder sancionatorio es un dato relevante. 


SEÑOR GALLINAL.- Voy a referirme a la intervención del señor Senador Brause. Creo que los términos "tarifa" y "precio" en el 
proyecto de ley tienen la misma acepción que se les ha dado hasta el día de hoy. Se parte de la base de que el hecho de que se 


produzcan áreas de desmonopolización no significa que vayan a dejar de existir organismos públicos que presten servicios y que 
por ello cobren determinado precio que aparece bajo la denominación de "tarifa". El concepto será equivocado, pero se seguirá 
utilizando en los mismos términos en que se ha hecho hasta ahora, por ejemplo, en el tema de la telefonía celular. En ese caso, se 
abren áreas de desmonopolización, se van a rematar frecuencias, lo que provocará el ingreso de otros operadores, pero ANCEL va 
a seguir operando. ¿Y qué cobra ANCEL por la prestación de sus servicios? ¿Un precio o una tarifa? En todo caso, lo que se 
pretende a través de esta disposición es dejar claro que tanto el precio como la tarifa no escapan a la regulación establecida en el 
proyecto de ley. 


Creo que ese es el alcance, aunque aclaro que, como es obvio, no soy el auténtico interpretador del proyecto; aquí todos estamos 
tratando de sacarnos dudas sobre un tema complejo que, por otra parte, es nuevo para el Uruguay. 


SEÑOR GARGANO.- Del análisis hecho por los señores Senadores Astori y Gallinal parecería ser que la diferencia entre los dos 
vocablos está en que se usa "tarifa" cuando el precio lo cobra un organismo público y "precio" cuando un privado aplica el valor de 
la prestación del servicio. No hay otro elemento de distinción. Uno puede distinguir entre "impuesto" y "tasa", porque la tasa se 
aplica, por ejemplo, por la contraprestación de un servicio, mientras que el impuesto es una contribución obligatoria que se hace 
por parte del ciudadano al sostenimiento del aparato del Estado o del Gobierno Departamental. 


En resumen, me parece que la cosa va por ahí, que no es mucho más de lo que quiere decir. 


Ahora bien, en el caso de la tarifa, parece ser que hay una intervención preceptiva de un organismo público en su aplicación, que 
será el Poder Ejecutivo u otro; pero en el caso del precio, más bien parecería que eso queda librado al acuerdo tácito que pudiera 
existir entre el prestador del servicio y el consumidor. En la tarifa, el consumidor es un tomador del valor que se le cobra. Es lo que 
creo entender de esto que parece ser un tema semántico que no hace al fondo del asunto. 


SEÑOR BRAUSE.- Me permito discrepar con el señor Senador Gargano. No se trata de un tema semántico sino, sin duda, 
conceptual, en donde la Doctrina tributaria y administrativa han trabajado largamente. Permítaseme, entonces, ingresar en este 
tema con un poco más de detalle. 


Tanto el impuesto como la tasa son especies dentro del tributo, que está definido en el Código Tributario como aquella imposición 
del Estado en ejercicio de su potestad de imperio, a la que no puede quedar excluido el contribuyente una vez establecida. Me 
explico. El contribuyente no se puede negar a efectuar esa prestación. 


El precio tiene otra naturaleza jurídica: el acuerdo de voluntades. Ahora bien, hay distintas especies dentro del concepto precio en 
general. Así, se puede hablar de "precio público" y de "precio privado"; pero no deja de tener el mismo fundamento jurídico porque 
a diferencia del tributo, en el precio público el usuario no está obligado a hacer uso de la prestación que lleva a tener que pagar el 
precio. No cabe duda de que el precio de los combustibles es un precio público, pero si yo no lo consumo, no lo pago. Por lo tanto, 
ahí está el acuerdo de voluntades que es necesario que exista para que se configure el precio y el usuario lo pague, mientras que 
en el caso del tributo no es así. Lo tenemos que pagar si somos sujeto pasivo de la obligación tributaria, queramos o no, porque es 
obligatorio. 


Esa es la diferencia conceptual. 


Insisto en que esta no es una cuestión de fondo; pero lo cierto es que, enmarcado dentro de estos conceptos, la tarifa no tiene 
ninguna participación. Entonces, aquí me permito discrepar con quienes quieren darle al precio público la designación de tarifa. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR GALLINAL.- Me parece lógica la interpretación que hace el señor Senador Brause, pero yo me guío por la forma como 
hemos venido aplicando los conceptos en los últimos tiempos. 


Por otra parte, quisiera señalar que el hecho de conformarse Unidades Reguladoras y entrar en un ámbito de competencia no 
significa que desaparezca la posibilidad de que un organismo público preste un servicio y cobre un precio determinado y que la 
interpretación general que hemos hecho es que ese precio lo denominemos tarifa, aunque el concepto sea equivocado. 


Creo que también debemos dejar en claro que, por ahora -salvo que modifiquemos la legislación; quizá sea conveniente estudiar el 
tema- y aun en esos ámbitos de competencia, cuando, por ejemplo, ANTEL vaya a prestar el servicio de telefonía celular y tenga 
que definir el precio que va a cobrar por él, esa definición se tendrá que hacer, a diferencia de la empresa privada, por el mismo 
mecanismo que se viene realizando en la actualidad. Esto es, que lo va a definir ANTEL y lo va a elevar a consideración del Poder 
Ejecutivo para que establezca el precio. 


SEÑOR ASTORI.- Señor Presidente: básicamente, comparto el razonamiento del señor Senador Brause. Inclusive, utilizaba la 
expresión "precio público" para dar ese pequeño matiz que puede haber de diferencia entre instituciones públicas y empresas 
privadas. 


También comparto lo que señala el señor Senador Gallinal. Creo que el objetivo de esta redacción es que no quede afuera ningún 
caso polémico, y el saneamiento lo es; es evidente que está comprendido en las tareas de la Unidad. 


Siguiendo el razonamiento conceptual del señor Senador Brause, aquí, en el caso de Montevideo, quienes estamos pagando esa 
contribución o como se le llame, tampoco podemos negarnos a hacerlo. Es típicamente una resolución del Gobierno Municipal de 
Montevideo que va más allá del acuerdo entre partes. 


SEÑOR BRAUSE.- Entonces, ¿no será una tasa? 
SEÑOR ASTORI.- No. No hay una contraprestación identificable exactamente entre el pago del tributo y... 


No es mi intención ingresar en esa polémica, pero que la hay, la hay. Recordaba que la polémica culminó denominando a esa 
contribución "tarifa de saneamiento"; hoy se llama así. 


Entonces, compartiendo el razonamiento, creo que la redacción de este proyecto procura que nada quede afuera, y si tenemos en 
cuenta que el saneamiento es precisamente una de las responsabilidades de esta Unidad, comprendo el por qué de la redacción 
del literal, sin dejar de compartir el razonamiento conceptual del señor Senador Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Lo que conozco, al menos de la práctica de administración, es que desde el punto de vista legal y 
conceptual no hay diferencia entre precio y tarifa. Hay una costumbre por la cual cuando yo determino el precio de, por ejemplo, los 
combustibles, le llamo precio, y cuando hablando de servicios, digamos de trato sucesivo -la energía eléctrica, el agua, etcétera- la 
costumbre es hablar de tarifas que, en realidad, quiere decir tabla de precios. Esa es la costumbre vernácula de nuestros 
organismos, lo que uno ve en los decretos de fijación de precios. Algunos le llaman precio y otros tarifa, pero no creo que 
jurídicamente haya mayor diferencia entre un caso y otro. Insisto que esa es la costumbre que hay en el Uruguay. 


Otra cosa es la tasa, donde si bien hay una contraprestación, no está el elemento de formación voluntaria del precio. Más allá de 
las dudas que esta terminología pueda plantear, creo que no se está refiriendo a las situaciones de tasa porque, además, no podría 
ser objeto de esta regulación. 


En cuanto al tema del saneamiento, en principio cuando no hay obligación de conectar no tengo dudas de que se trata de un 
precio, más allá de lo que se ha discutido, y esto lo vengo sosteniendo desde hace muchos años a veces en solitario. La situación 
se complica cuando hay una obligación de conectar y se dificulta aún más cuando se quiere cobrar sin estar conectado. Ese sí es 
un elemento diferencial. Es más vidriosa la situación cuando se intima con una multa si no se conecta, porque en ese caso hay de 
por medio razones bromatológicas, de higiene y demás que pueden motivar este asunto. Ahora bien; cuando se plantea que al 
estar conectado se va a cobrar lo mismo y un porcentaje del agua, no hay duda que en esta situación nos salimos del precio. Esta 
fue una de las versiones que circuló en Montevideo. No conozco en detalle la actual reglamentación que fue objeto de discusión en 
la Cámara de Representantes, pero en cualquier caso tampoco los precios -por el hecho de ser tales- si son abusivos pueden dejar 
de violar las normas desde que se aprobó la Ley de Defensa del Consumidor. Entonces, tendríamos que hacer un análisis distinto 
que tiene que ver con las tasas, en el sentido de si hay o no una razonable equivalencia entre las prestaciones e, inclusive, cuando 
estamos en presencia de un precio -con un contrato de adhesión- que es de fijación unilateral y que está soportado por una multa 
en el caso de que la persona no se conecte. 


En definitiva, este asunto quedó laudado por la Cámara de Representantes pero quería, dado que se rozó el tema, dejar una 
constancia porque, si bien teóricamente es claro, en la práctica se complica. 


SEÑOR CORREA FREITAS.- En la mañana de hoy hemos hecho un debate sobre tarifas y precios que al parecer ha sido muy 
proclive para discutir sobre temas jurídicos y muy académicos, lo cual ha servido pare refrescar algunos conocimientos. 


En primer lugar, comparto en todos sus términos las expresiones y aclaraciones que ha hecho en Sala el señor Senador Brause. 
Desde el punto de vista conceptual sin ninguna duda ello es así y la Doctrina de Derecho Financiero y Tributario hace mucho 
tiempo que ha aclarado estos conceptos. Quizás, el tema de tarifas proviene también-y esto lo conversé precisamente con el señor 
Senador Brause- de que la Constitución de la República utiliza concretamente en cuatro disposiciones los vocablos tarifas y 
precios. A su vez, también nuestra Carta Magna utiliza términos como, por ejemplo, "contribuciones" en el artículo 85 numeral 4", 
cuando estrictamente la definición conceptual actual que figura en el Derecho Tributario habla de tributos. Quiere decir que el 
Parlamento tiene las competencias para fijar los tributos y no las contribuciones, como dice el artículo 85, numeral 4%. Debemos 
tener en cuenta que la Constitución uruguaya de 1967, con la reforma de 1997, tiene disposiciones que vienen desde 1830 por lo 
que indudablemente se utilizan vocablos que en su momento estaban en boga o eran aceptados, pero la Doctrina de Derecho 
Público, ya sea en Derecho Constitucional, Administrativo, Financiero o Tributario, ha ido evolucionando. Indudablemente, cuando 
hablamos de tarifas o cuando la Constitución se refiere a ellas, estamos hablando de precios. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR COURIEL.- Quiero dejar una constancia. 


Una de las funciones de las Unidades Reguladoras es defender la competencia y, al hacerlo, se defiende al consumidor y al 
usuario, por lo que su tarea de contralor de precios es importante. Por este motivo, entre otras cosas, quería ver la legislación 
comparada para saber cómo están funcionando otras Unidades Reguladoras. En estos momentos, cuando no hay competencia, 
estas Unidades cumplen un papel fundamental, fije o no el precio, pero si la legislación se lo permite, lo puede hacer. Si su carácter 
es solo de asesoramiento, como lo explicó el señor Senador Correa Freitas, el mismo podría ser vinculante y, por lo tanto, 
obligatorio para la decisión del Poder Ejecutivo. Lo que estoy manifestando es casi doctrinario. Simplemente quería que quedara 
constancia en la versión taquigráfica. 


SEÑORA ARISMENDI.- Mociono para que se levante la sesión. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay opinión contraria, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 11 y 47 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


